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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Rubén Martínez Huelmo. 


MIEMBROS: — Señores Representantes Washington Abdala, Daniel Peña Fernández, Ana Cardozo y Jaime 
Mario Trobo. 


ASISTEN: Por la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas, señores Representantes 
Sergio Botana, David Doti Genta, Rubenson Silva y Horacio Yanes. 


INVITADOS: Por la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras (AUDEA), contador Mauricio 
Castellanos, Gerente General; Marcelo Capretti, Coordinador y doctores Julio Vidal y 
Fernando Aguirre, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Martínez Huelmo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Diputados tiene el agrado de recibir a la delegación 
de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, integrada por el contador Mauricio Castellanos, 
Gerente General; por el señor Marcelo Capretti, coordinador, y por los doctores Julio Vidal y Fernando 
Aguirre, asesores. En el mes de diciembre la Asociación solicitó audiencia, a los efectos de dirimir y charlar 
acerca del Acuerdo sobre el Contrato de Transporte y Responsabilidad Civil del Porteador en el Transporte 
Internacional de Mercancías por Carretera. Este asunto fue tratado oportunamente por la Comisión; fue a 
Sala, regresó y ahora sigue en tratamiento por parte de la Comisión. 


Debemos decir a los apreciados visitantes que no hemos podido conciliar su visita con anterioridad, en virtud 
de que cuando llegó esta notificación estábamos en las proximidades del receso y ustedes saben cómo 


funciona, pero no bien la Comisión empezó sus actividades realizó esta primera audiencia con ustedes. 


SEÑOR CASTELLANOS.- En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión que nos hayan concedido 
esta audiencia, que nos va a permitir exponer la visión y la posición de la Asociación Uruguaya de 
Empresas Aseguradoras en este tema. 


La Asociación nuclea a las compañías de seguros privados que operan en Uruguay. En este caso, estamos 
representando a las compañías que hacen el seguro de carga. Nos parece importante destacar que, de alguna 
forma, también nos sentimos representando los intereses del usuario final del transporte, por supuesto sin 
querer subrogar a nadie ni asumir ninguna representación en particular. En el contrato del seguro de 
transporte hay diferentes partes, y nosotros sentimos que al ser los aseguradores de la carga, de alguna 
manera, también representamos a los usuarios finales del transporte. 


Por otra parte, me gustaría decir que en la medida en que exista una limitación de la responsabilidad no se 
puede pensar que esos costos van a desaparecer en la estructura de costos de la logística, o como se le quiera 
denominar. En todo caso, se podrá hablar de una transferencia de costos entre sectores, pero nunca decir que 
se puede abaratar el costo de la logística por limitar la responsabilidad de los operadores de carga. 


Para conversar sobre este tema nos acompañan hoy los doctores Julio Vidal y Fernando Aguirre, asesores en 
la temática de derecho de transporte de seguros que están especializados en estas cuestiones, y nos parece 
importante que ellos puedan expresar cuál es la posición de la Asociación. 


SEÑOR VIDAL.- Quisiera destacar que con este acto se retoma una vieja tradición del Parlamento 
uruguayo de oír a los sectores interesados, sobre todo en materia de convenios internacionales, que son 
instrumentos complejos, inclusive para nosotros mismos, para los abogados y para los que estamos en 
esto. En general, vienen redactados por técnicos de organismos internacionales, muchas veces se copian 
convenciones de otras latitudes, y todo eso se transforma en algo complejo. 


En nuestro haber tenemos bastante edad y contamos con haber transitado más de treinta años en los temas de 
transporte, tanto marítimo, como aéreo y terrestre. Hemos andado por Iberoamérica, por América Latina y 
por las subregiones del MERCOSUR en materia de seminarios, congresos y encuentros. Hemos aprendido 
mucho. Esto no se enseña en la Facultad. Tenemos nociones de Derecho Internacional Privado y de Derecho 
Internacional Público, pero lo que es la negociación y la elaboración de convenciones se aprende viajando y 
estando en contacto. He hecho los viajes y los contactos a modo personal, no representando a ninguna 
entidad; por eso me considero con la suficiente autonomía de criterios como para opinar. 


Yo diría que para hablar de una convención, lo primero que uno debería preguntarse como ciudadano 
uruguayo es si la convención le sirve al país. Esto quiere decir si le sirve al interés general del país, concepto 
que no voy a explicar porque ustedes bien lo conocen. Generalmente, salvo algún error, se legisla en favor 
del interés general. Esta pregunta podría hacerse de otra manera. ¿Esta convención está en manos de una 
Comisión parlamentaria porque un sector al que le beneficia se interesó? Es la contrapregunta de la primera. 
Y la otra pregunta, que tiene que ver con la primera es: ¿Por qué esta convención y no otras que hay sobre el 
mismo tema? 


Mi metodología, como abogado, es pensar si esta convención le sirve al país. Recuerdo un acto del 
Parlamento del 11 de agosto del 2000 cuando, siguiendo una legislación continental y mundial, se aprobó una 
ley de relaciones de consumo. Esto me parece un paso gigantesco hacia adelante en cualquier país del 
mundo, en el sentido de que hay una norma obligatoria y coactiva para todos que obliga a proteger los 
intereses de los usuarios o los consumidores en cualquier ámbito, que son la mayoría de la población, de la 
sociedad y, además, la parte más débil de los contratos. 'Todos somos consumidores o usuarios de algo. 


Toda esa filosofía que está plasmada en la Ley N* 17.250 está basada en el principio repito que no es 
específico de Uruguay de que la parte más débil de la contratación esté protegida contra el prestador de 
servicios, y no solo dicta normas sino que además establece hasta una oficina en la órbita del Ministerio de 
Economía y Finanzas si mal no recuerdo para hacer los reclamos. 


Voy a analizar la Convención desde ese punto de vista. En ese sentido, ¿la ley que dictó el Parlamento en el 
2000 se compadece con la filosofía de la protección del consumidor? ¿Sobre qué temas legisla? Porque acá lo 


que importa es conocer los temas que trató la Convención. ¿Esta Convención está llenando alguna laguna 
legal, alguna falta de normativa? Voy a nombrar los temas, y quienes puedan entender esta temática 
advertirán que no hay muchas novedades, hasta llegar a un punto crucial. En primer lugar, la Convención trae 
una cantidad de definiciones, es decir, qué es transportador, qué es mercancía, qué es internacional, en el 
estilo propio de las convenciones del primer mundo, sobre todo anglosajón. En mis treinta años de 
vinculación al transporte como abogado no recuerdo que se discutieran estas definiciones, porque se trata de 
esas cosas que son tan claras que podrían ser un adorno, pero no son discutibles. 


Después la Convención contiene numerosos artículos vinculados con la Carta de Porte, que es el documento 
del transporte, contemplado en todos los Códigos de Comercio latinoamericanos. Son demasiados artículos. 
Además, para el cono sur hay un formulario obligatorio común desde 1977, el CRT, que son todos iguales 
para todas las compañías de transporte, ya sean uruguayas, chilenas, argentinas, brasileñas, ya que tiene las 
mismas casillas, los mismos números. Quiere decir que estos temas que contempla la Convención no 
resuelven ningún problema. 


También se refiere a la prescripción, tema muy parecido a lo que rige actualmente en el Código de Comercio. 
Es decir, no es ninguna novedad, y si la hubiera, sería de detalle. El doctor Aguirre explicará los detalles de la 
Convención, y yo me refiero a una visión más macro de lo que significa para nuestro país. La responsabilidad 
del transportista o del porteador es parecida, es igual, ya que es un contrato de transporte con la consiguiente 
responsabilidad contractual, como la conocemos los abogados; en Derecho Civil y Comercial la 
responsabilidad contractual es muy clara y, por suerte, hace décadas que esto es así. 


Después se establecen las exoneraciones al transportador. En este punto existe algún detalle y uno empieza a 
advertir que nos vamos de la causa extraña no imputable, es decir, lo que nosotros conocemos como fuerza 
mayor, caso fortuito, vicios propios, culpa del cargador, hechos de terceros, que han funcionado 
pacíficamente desde la aprobación de nuestros códigos, y recordemos que el Código de Comercio rige desde 
poco después de 1860. En esta parte hay algún inciso un poco raro, pero tampoco es lo que importa. 


Así llegamos al único tema nuevo, que el contador Castellanos mencionó, que se refiere a los límites de 
responsabilidad, y es la gran variación. Además, recordemos la historia legislativa en Uruguay. Hasta 1978 
plena dictadura ni el transporte marítimo, ni el aéreo ni el terrestre tenían ningún límite de responsabilidad 
alguno. Si el transportista perdía una carga de $ 100, tenía que devolver $ 100, principio además propio del 
estado de derecho democrático. En 1978, en el Consejo de Estado, se aprueba por primera vez en Uruguay 
una Convención limitando la responsabilidad, en ese caso del transportador aéreo, que fue la Convención de 
Varsovia de 1929, la cual era bastante equilibrada, porque después vinieron cosas peores. Esta Convención se 
aprobó porque tres compañías aéreas habían sido demandadas y porque claramente se movieron. Uno conoce 
hasta la historia íntima de estos procesos; no era muy difícil lograr que el Consejo de Estado aprobara una 
Convención sin publicar el texto, por lo que si uno recurre al Registro de Leyes, no figura el texto de la 
Convención de Varsovia. El Uruguay conoció por primera vez la limitación de responsabilidad en la 
dictadura y lo que voy a decir a continuación me duele muchísimo la segunda vez fue en el 2007, con este 
Parlamento, cuando se bajaron los límites de responsabilidad del transportador aéreo de US$ 350 a US$ 26 
por kilo, trámite en el que no se hizo lo que se está haciendo ahora. La Convención de Montreal, Ley 

N? 18.169 de 2007, informada por algunos de los legisladores presentes, no contó con la consulta de sectores 
interesados y habló un legislador en ciento treinta. 


Entonces, corresponde preguntarse: ¿qué es la limitación de responsabilidad? Voy a poner un ejemplo bien 
uruguayo. No me acuerdo cuántos años hace, pero fue muy notorio cuando el Sindicato Médico del Uruguay, 
o parte de él, intentó transmitir a la opinión pública la posibilidad de que se limitara la responsabilidad por 
mala praxis. Fue una causa que mereció una gran repulsa social, porque cualquier sector social podría pedir 
lo mismo, ya sea los abogados, los contadores, etcétera, o hasta los legisladores ¿por qué no?: no hay más 
responsabilidad por acto legislativo o si no, se limita a US$ 300 y ya está. La repulsa fue tal que a los diez 
días esta pretensión del SMU desapareció de la opinión pública, nunca más fue noticia y no creo ninguna 
dirección del gremio lo vaya a plantear en el futuro. 


En definitiva, es eso: cuando el transportador pierde una carga de $ 100, en vez de devolver $ 100 devuelve 

$ 20,$ 150$ 10. Esa diferencia en la indemnización respecto del valor de la carga alguien la soporta; en esta 
materia no hay inventos. | Cuando se establece un límite de responsabilidad se favorece a una parte, en este 
caso el transportador, y se transfiere a otra parte hay que mirar a quién esa diferencia. 


Aunque mucha gente no lo piensa así, los aseguradores de la carga AUDEA y el Banco de Seguros del Estado 
que es de todos, y del que soy abogado en juicios externos, cuando se pone una limitación de 
responsabilidad, no van a absorber la diferencia, ya que no le van a dar los números de la ecuación financiera 
del seguro. Tampoco las compañías de seguro hacen filantropía. El tema es y está pasando con el Protocolo 
de Montreal en materia aérea que las compañías de seguro van a cubrir los límites de responsabilidad. 
Entonces, el usuario del transporte y de los seguros, que es el comerciante uruguayo, el exportador y el 
importador, la persona que trae mercadería del exterior para venderla o transformarla en un producto 
industrial, o la empresa uruguaya que exporta, es quien va a soportar la diferencia. Las compañías de seguros 
no van a regalar nada, porque el sistema del seguro determina que "Yo pago cien, y de acuerdo con el 

artículo 669 del Código de Comercio, me subrogo y repito". De lo contrario, el seguro no se aguantaría. El 
asegurador tiene otros instrumentos. Por ejemplo, puede aumentar las primas pero, ¿quién las paga? El 
usuario del transporte y otras primas. Un colega nuestro decía que el asegurador es como el administrador de 
una cartera o consorcio de asegurados, y si le pasa algo, los costos se reflejan allí; no los absorbe la compañía 
de seguros y sería una ingenuidad pensar así. De acuerdo con mi experiencia, no dudo de que el usuario, el 
exportador, importador y quienes intentan fomentar las importaciones lo que a mi juicio es muy importante, 
son quienes va a pagar la diferencia con este convenio de transporte terrestre. 


Traje varios ejemplos de casos grandes y chicos ya que a veces resultan ilustrativos; hace treinta años que nos 
dedicamos a esto, por lo que tenemos muchos ejemplos. Desde ya les digo que los conocimientos de 
embarques, de distintas empresas, son todos iguales desde 1977. Un ejemplo refiere a una carga de bultos de 
cueros vacunos lo que es muy común entre Argentina y Uruguay que se transportaba entre Buenos Aires y 
Montevideo. El peso bruto era de 1.776 kilos y el valor de US$ 17.186. Si aplicamos los tres dólares de esta 
Convención que está a estudio, lo que pagaría el camionero serían US$ 5.328, menos de la tercera parte. 
Entonces, el seguro le va a cubrir eso, pero hay aproximadamente US$ 12.000 que los va a jugar el 
importador uruguayo. 


Voy a citar otro caso de más monto en el que el peso bruto era de 22.330 kilos y el valor US$ 351.804. 
Aplicando estos tres dólares del CRT se pagarían US$ 66.090, que equivaldrían a la sexta parte. Quiere decir 
que los US$ 290.000 restantes, que no le van a asegurar, los tiene que soportar el importador uruguayo que 
trae cueros para la curtiembre. 


Si aplicamos esos tres dólares en otro ejemplo con una carga de 2.437 kilos y un valor de US$ 10.000, se 
pagarían US$ 7311; aquí se achica la diferencia porque es un asunto de más kilos y menos monto, pero igual 
hay US$ 3.000 que los pierde el importador. 


El último es un caso de 19.210 kilos con una carga de un valor de US$ 437.934. Aplicando estos límites, el 
porteador o transportista que no entregara la mercadería porque se la roban, o se la roba él mismo vamos a 
poner un ejemplo absurdo: se la roba y se la lleva para la casa, pagaría US$ 57.600, lo que sería entre el 10% 
y el 15%. 


Esta es la única realidad de los límites de responsabilidad. 


Luego viene un tema que me gusta abordar porque es el que puede confundir. Esta Convención, como otras 
por ejemplo la de Montreal, aprobada por el Parlamento en 2007 establece algo que es viejo y nada 
novedoso: si el cargador de la mercadería declara especialmente el valor de la carga antes de embarcarse, 
paga un flete adicional y no se aplican los límites, lo que parece bárbaro. Pero hay varios aspectos a recalcar. 
Primero, en la práctica eso no se hace porque los transportadores no lo aceptan. El transportador sabe que hay 
límites y se ampara en ellos. Es decir que se puede ir a Suiza a cargar oro para Uruguay y la empresa puede 
no poner el valor de la carga, como me consta en algunos mails que he recibido. De esa manera no tiene 
sanción y si el transportador le dice que no, tampoco tiene sanción; no es que deba pagar una multa o tenga 
otra pena. Además, no se dice cuál es el precio adicional al flete, si un 100%, 80%, 10% o 15%. Entonces, los 
fletes pasan a estar al arbitrio de las compañías transportadoras cuando, en general aun con competencias 
bastante duras los fletes terrestres de aquí a Buenos Aires, por ejemplo, pueden diferenciarse en US$ 50. 
Quiere decir que esto del valor declarado no es algo que funcione ni que libere de los límites. 


También hay algunas críticas en materia de jurisdicciones que va a explicar más el doctor Aguirre que son 
violatorias del Tratado de Montevideo de 1989, que nos vincula con Brasil y Perú y está vigente, del Tratado 
de Montevideo de 1940 que está vigente y nos obliga con Argentina y Paraguay, que, además, son los países 
con los cuales, de acuerdo a las estadísticas del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, tenemos más 


tránsito carretero. A la vez, viola el acuerdo de 2002 del MERCOSUR que Uruguay no ratificó, que tiene 
normas de jurisdicción absolutamente distintas. 


Entonces, finalizo realizando tres afirmaciones. En primer lugar, los usuarios no están representados en la 
negociación del convenio ni en la discusión parlamentaria cuando se intenta ratificarlo ni en este caso ni en 
otros. Además, los usuarios no están organizados. Hubo una época en el Uruguay en que se dio una especie 
de organización, pero desapareció, por lo que el usuario del transporte está suelto, y de ahí que nadie se 
mueva. 


En segundo término, como decía el contador Castellanos, personalmente no me sentiría con pasión ciudadana 
como para decir que los aseguradores se van a perjudicar; no. La pasión que demuestro es porque esto va a ir 
a los eventuales asegurados, que son exportadores e importadores. Hay una violación del principio de 
igualdad de la Constitución de la República porque un sector no puede tener privilegios respecto de otros. 
Además, cuando un sector se beneficia, otro es damnificado; hay una diferencia en dinero que en el sistema 
comercial del mundo alguien soporta. 


No entiendo mal que se quiera ayudar al transporte nacional carretero tengo muy buena relación con los 
empresarios y sus abogados, pero eso se hace por otras vías, como el precio del combustible, la renovación 
de la flota y lo que ustedes saben muy bien como legisladores. 


En estos casos el límite, en los hechos, va a parar a los camiones argentinos y brasileños. Nosotros en el 
transporte carretero, según cifras de 2007, tenemos 2:500.000 toneladas entre entrada y salida de mercadería 
además la entrada y la salida son parejas, de las cuales el 90% tienen relación con Brasil y Argentina. Es 
decir que el subsidio, que es el límite de responsabilidad, iría para las poderosas empresas de camiones de 
Brasil y Argentina. 


A mi juicio, el único resarcimiento justo e integral en una sociedad que hasta indemniza el daño moral, es la 
restitución o reparación integral del daño. No conozco otro principio más justo. 


SEÑOR AGUIRRE.- El doctor Vidal con quien además de compartir la profesión de abogados tenemos 
una amistad desde que éramos estudiantes habló tanto y tan bien que no sé qué me queda por decir; no 
obstante, me queda mucho. 


Quisiera empezar con una reflexión en cuanto a cómo se llega a una Convención; ¿cómo se negocian los 
Tratados en este país? Uno supondría que los Tratados los negocia el Ministerio de Relaciones Exteriores y 
que este tiene personal especializado. Pero vamos a decir la verdad: no tiene personal especializado en todas 
las materias; es imposible. 


O sea, cuando el Ministerio de Relaciones Exteriores tiene que participar en una Convención sobre adopción 
internacional envía a una abogada especialista en Derecho de Familia; esto le ha ocurrido a mi esposa, que es 
profesora de Derecho Internacional Privado. La enviaron a La Haya sin cargo para el Erario porque el viaje lo 
pagó ella para estar en las negociaciones de una Convención sobre adopción internacional, tema que a 
Uruguay interesaba mucho. ¿Por qué pasó esto? Porque en estos temas tienen que ver los especialistas. 


En general, el Ministerio de Relaciones Exteriores hace eso. 


En 1989 en Uruguay se reunió la CIDIP IV, Conferencia Interamericana de Derecho Internacional Privado. 
Es una Conferencia de la OEA que se dedica a codificar las normas de Derecho Internacional Privado y en 
esa oportunidad el tema era la Convención Interamericana sobre Transporte Carretero. Se creó una Comisión 
y Uruguay designó al doctor Marcelo Solari por desgracia falleció hace poco, profesor grado 5 de Derecho 
Internacional Privado, y por Argentina actuó el doctor Pablo Bendomir, profesor de Derecho Internacional 
Privado, especialista en transporte. Ellos elaboraron un proyecto, que se presentó en forma conjunta entre 
Uruguay y Argentina, y fue aprobado por todos los países de la OEA, y no solo por los del MERCOSUR. Es 
el proyecto de Tratado de Convención Interamericana de Transporte Carretero, CIDIP IV, Montevideo, 1989. 


Ese proyecto tiene límites de responsabilidad por el valor de la mercadería, que es un límite razonable. 
Obviamente, un importador puede perder contratos, sufrir multas y todo tipo de desgracias porque se perdió 
la mercadería, pero esos imprevistos del negocio no estaban en la indemnización; se limitó a eso y parece 


algo razonable. Es lo que está en el Código de Comercio y en los Códigos de Comercio de todos los países de 
la región. 


También se ratificó la norma según la cual no hay posibilidad de poner en el conocimiento de embarque el 
importador uruguayo nunca lo vio hasta que recibió la mercadería porque fue negociado entre un señor en 
Chile con el exportador una cláusula que diga: "Jurisdicción exclusiva de los Tribunales de Chechenia". 


Los señores Diputados se podrán reír por eso de los Tribunales de Chechenia, pero he visto conocimientos de 
embarque estableciendo tribunales en los lugares más insólitos y lejanos del planeta. O simplemente Londres, 
¡y vaya uno a contratar un abogado por £ 500 por hora para que lo defienda en ese lugar, cuando en realidad 
el juicio tendría que ser en Montevideo! Simplemente es una cláusula de irresponsabilidad. 


Eso estaba prohibido en la Convención de Transporte Carretero CIDIP IV, Montevideo, 1989, negociado por 
los Ministerio de Relaciones Exteriores. Misteriosamente, en 1989 se reunieron en Santiago de Chile los 
Ministerios de Transporte y aprobaron una Convención, CRT 89 que es el antecedente de esto, que está en las 
antípodas y dice todo lo contrario. Nunca preguntaron al Ministerio de Relaciones Exteriores, nunca 
preguntaron a los especialistas, sino que la aprobaron de acuerdo con la fantasía que tenían sobre no 
responder por las cargas que perdían los transportistas. 


Esa Convención es el antecedente directo de la CRT 95, Convención de Responsabilidad de Transporte Civil, 
que también fue aprobada por los Ministerios de Transporte, sin asesoramiento de nadie. 


Las dos admiten la validez de las cláusulas de jurisdicción y ponen límites en una suma absolutamente 
irrisoria, que es una tomadura de pelo, que es la irresponsabilidad de los transportadores: US$ 3 por kilo. 


Yo creí que la Convención CRT 95 había quedado olvidada porque no hay nadie que la defienda al menos 
que la defienda abiertamente quisiera tener una polémica con un defensor de esto, pero nunca lo logré. En 
1994 se aprobó el Protocolo Buenos Aires sobre evolución internacional en materia contractual, Ley 

N? 17.721 en nuestro país; esta Convención admite entre los países del MERCOSUR en materia comercial y 
contractual la autonomía de la voluntad y excluye expresamente el transporte y el seguro, porque con una 
póliza de seguros que diga "Vaya usted a Londres", uno no puede hacer el juicio. El asegurado jamás negoció 
eso, se la ponen, es una cláusula de adhesión. Y con un conocimiento de embarque como mostraba el doctor 
Vidal en el que al dorso se establece: "Usted tiene que ir solamente a los Tribunales de Brasil", no es ser 
chovinista decir que ir a un Tribunal de alguna ciudad de Mato Grosso es imposible. Simplemente, si tengo 
una carga que llegó dañada a nuestro país, tengo los peritos, los testigos y las víctimas en Uruguay; no me 
dan los costos para llevar a todos a Brasil durante una semana para hacer un juicio en ese país. Es una forma 
de ser irresponsable. 


Esta Convención excluyó al transporte y se siguió negociando en el MERCOSUR una convención sobre 
jurisdicción para el transporte; esto lo negociaron los especialistas. El proyecto de Convención fue redactada 
por Uruguay y fue presentado a los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Justicia de los demás países en 
Uruguay es el Ministerio de Educación y Cultura, una Comisión que presidía el doctor Telechea, responsable 
y Director de la División de Justicia, Exhortos y Trámites Internacionales del Ministerio de Educación y 
Cultura, que fue aprobado con modificaciones propuestas por especialistas de otros países. Recuerdo que 
todavía estaba el doctor Bendomir representando a Argentina y varios especialistas chilenos, en una 
convención que se llama Acuerdo de Jurisdicción en Materia de Transporte en el MERCOSUR, Buenos 
Aires, 2002, que comprende al Mercado Común del Sur, Chile y Bolivia. Eso está esperando que se apruebe. 


Ahora, en lugar de aprobar eso, que es lo último que tenemos, que además fue elaborado por especialistas, de 
golpe resucita el CRT 95, que es un refrito del CRT 89, que es algo que hicieron los Ministerios de 
Transportes, sin consultar a los especialistas ni a los Ministerio de Relaciones Exteriores. Yo no salgo de mi 
asombro. 


El artículo 24 de la Convención dice que las acciones judiciales podrá deducirlas el actor ante el tribunal 
convenido por las partes. ¡Señores! El transporte es un contrato tripartito, no hay dos partes. Hay un señor 
puse el ejemplo de Chile, pero pensemos en transporte internacional en China que exporta televisores a 
Uruguay; un ciudadano uruguayo abre una carta de crédito a un señor chino por la cual paga US$ 200.000 
por un contenedor de televisores. La carta de crédito dice: "Se pagarán US$ 200.000 contra la entrega de 
factura, certificado de origen si no fueran televisores, certificado veterinario, lista de empaque y 


conocimiento de embarque. El conocimiento de embarque es un papelito que expide el barco que dice: 
"Recibí un contenedor con 240 televisores y me comprometo a entregarlo en Montevideo a Fulano de Tal o a 
su orden"; es un Título Valor, transmisible por endoso. Al chino no le importa absolutamente nada si al 
uruguayo le llega un contenedor vacío y no le pagan, porque él ya cobró la carta de crédito. He visto 
conocimientos de embarque con un sello que dice: "Daños y robos a cargo del destinatario". El del barco y el 
chino se dan la mano encantados, es una solución bárbara. 


Ahora, si el contenedor cayó al agua o lo robaron, el que pagó fue el uruguayo, y además si quiere reclamar 
la jurisdicción está en los Tribunales de Taiwan. ¡Vaya a Taiwan a reclamar! ¡Es absolutamente imposible; es 
una cláusula de irresponsabilidad, no de jurisdicción! 


Así es como funcionan los conocimientos de embarque, porque esa es la realidad del comercio internacional. 
Y por ese motivo eso no era válido; no es válido en el Apéndice del Código Civil uruguayo, no es válido en 
los Tratados de Montevideo de 1940 tres de los cuatro países del MERCOSUR: Uruguay, Argentina y 
Paraguay, y no es válido en la Ley de Navegación de Argentina, pero en el transporte internacional, en la 
autonomía de la voluntad del comercio internacional sí es admitida. Nuestro país tiene por tradición no 
admitirla, porque somos un país chico y tenemos que defendernos 


La Convención de Hamburgo sobre transporte marítimo, de 1978, la prohíbe; la Convención de Ginebra 
sobre transporte multimodal, de 1980, la prohíbe; la Convención de Varsovia sobre transporte aéreo, de 1929, 
la prohíbe; la Convención de Montreal, de 1999 que el doctor Vidal acaba de criticar duramente, la prohíbe; 
la Convención de Atenas, sobre transporte de pasajeros, de 1974, la prohíbe. 


Es decir que los antecedentes que tomó la delegación uruguaya para redactar el proyecto de Protocolo de 
Buenos Aires 2002, fueron esos. Prácticamente dice que a opción del actor podrá iniciar la acción en el 
tribunal del lugar de destino, en el tribunal de la casa del domicilio principal del transportador, en el tribunal 
del lugar de celebración da tres o cuatro opciones razonables- y no valdrán las cláusulas de jurisdicción 
exclusiva que se establezcan en el conocimiento de embarque. 


Esto no está en esta Convención, pues en ella sí se establece que esas cláusulas serán válidas. O sea que si en 
el conocimiento de embarque se establece que solo podrá ir a reclamar no digo a Chechenia, aunque podrían 
hacerlo para salir de la zona al tribunal de Brasil, uno tendrá que ir a ese país a hacer el juicio. 


Yo tengo en mi poder un estudio con finalidad académica que realicé en el momento de la Convención soy 
profesor de Derecho de Transporte y allí digo cosas muy duras. No existe ninguna opinión doctrinaria seria 
que sostenga la conveniencia de abandonar la proscripción de la autonomía voluntaria en transporte. Esta es 
una tradición universal, que además es la tradición nacional. |15:01:14| La jurisdicción del lugar de 
cumplimiento es la que establecen los Tratados de 1940; si mando una carga a Brasil, está muy bien que sean 
los tribunales de Brasil, pero si un uruguayo trae una carga a Uruguay, deben ser los del lugar de 
cumplimiento. Es lo razonable, lo que permite acceder a la Justicia a un costo razonable y el lugar donde 
están los testigos, los peritos, los que vieron la carga, los que vieron el contenedor, los que saben si fue 
robado o no. La validez de la cláusula de jurisdicción exclusiva es admitir la irresponsabilidad. Además, esta 
convención pone un límite de responsabilidad de US$ 3 por kilo. 


Yo creo que la limitación de responsabilidad es injustificable. Vidal mencionaba el caso de los médicos, yo 
voy a citar a una inglesa, especialista en el tema, que decía que los que no son transportistas se sorprenderían 
si les dijéramos que los transportistas pueden limitar su responsabilidad. ¿Qué diferencia tiene un 
transportista, un taximetrista con el propietario de un laboratorio químico? Si son responsables les aumentan 
los costos, ¿por qué no le ponemos una cláusula de irresponsabilidad a los fabricantes de productos químicos, 
o la cláusula de limitación de responsabilidad de Botnia? Sería bárbaro, podría ser US$ 3 por litro de agua 
contaminada. ¿Por qué? ¿Por qué tendría derecho a limitación de responsabilidad? ¿Por qué tienen unos y no 
otros? Porque lo podrían querer todos. 


Blas Simone, un especialista argentino decía: "(...) no tiene fundamento jurídico alguno, sino que deriva de 
afanes especulativos muy alejados de los que motivaron su primitivo reconocimiento. (...) instituto forzado, 
inequitativo y sin sostén lógico-jurídico". 


El origen de la limitación de responsabilidad es una ley de 1733 dictada por Gran Bretaña la "Shipowners 
responsibilities acts" que siguió a determinadas leyes de la liga hansiática y de otros países de la zona. Era la 


época de la expansión mercantilista de las grandes potencias coloniales y de la expansión de las grandes 
flotas mercantes. Era una forma de trasladar a los usuarios un costo que tenían los transportistas. Además, era 
el subsidio perfecto porque como los usuarios no eran ingleses, si robaban la carga, si se la comían, caía al 
agua o se incendiaba, no pagaban. Entonces, el que lo sufría era el dueño de la carga, no el barco. Si los 
barcos eran de bandera inglesa y los usuarios no, era una forma de transferir costos. 


Además, la Convención de Bruselas de 1924 estableció un límite alto en oro. Entonces, los casos que están 
fuera del límite de responsabilidad son pocos y en casos muy grandes alguien podría sostener su 
razonabilidad. A cierta altura las convenciones internacionales decidieron pasarlo a derechos especiales de 
giro y se hace un promedio entre las principales monedas, es decir dólar, euro y yen, y acá directamente a 
dólares. Pero hay que tener en cuenta que el dólar es una unidad afectada por la inflación; lo que uno 
compraba con dólares en 1950, no era lo mismo que en 1970 ni que ahora. Simplemente piensen en el valor 
del petróleo o de cualquier mercadería. 


Hay un autor austríaco que se llama Ronald Loewe que en 1996 hizo un análisis de la CMR que es la CRT 
europea. CMR 1956 es una Convención sobre transporte carretero con límite de responsabilidad. En 1956 
tenía límites altos en oro y nadie protestaba mucho, pero en la década del setenta lo pasaron a derechos 
especiales de giro. Entonces, este autor hace el cálculo en marcos alemanes pero se puede hacer en cualquier 
otra moneda. Dice: "¿Ustedes creen que el marco alemán es una moneda estable? Sí, parece estable porque 
tiene inflación de un dígito anual, pero un dígito en cincuenta años acumulado da una inflación del 250%". O 
sea que el límite de responsabilidad había pasado a las cuatro quintas partes y teniendo en cuenta que son 
Convenciones que duran cincuenta años, Loewe dice que en veinte años más son absolutamente 
irresponsables. Entonces, dice que vuelvan al oro porque esto es inadmisible. Es un régimen de 
irresponsabilidad virtual disfrazado. 


Ustedes me preguntarán qué limitación es razonable y yo les diría que las que establecen las convenciones de 
Bruselas y Varsovia de 1924 y de 1929 en oro se han mantenido dentro de límites en los cuales la compañía 
de transporte no responde cuando tiene una reclamación millonaria de cientos de miles de dólares, pero el 
90% de los reclamos están cubiertos por el monto. Un importador puede tener daños enormes y podría hacer 
una reclamación enorme por todos sus daños, no solo el daño moral, sino que puede tener un contrato e 
incumplirlo, es decir que incumplió sus contratos de venta con sus clientes, perdió clientela, pagó multas. 


El Código de Comercio, una norma que creo que es muy sabia, establece que responde solo hasta el valor de 
los efectos en el tiempo y lugar de entrega. Esto es lo mismo que puso la Convención Interamericana de 
Transporte Carretero que estableció el valor de los efectos. Eso es una limitación de responsabilidad. 
Pusieron limitación de responsabilidad a un monto razonable porque no hay imprevistos. Cuando un 
camionero recibe una mercadería no puede saber si el tipo tiene un contrato con multas espantosas o no o si 
le están por llegar los árboles de Navidad y le llegaron en febrero. Pero sí se puede saber cuál es el monto 
simplemente pidiendo la factura. Generalmente el monto del valor de la mercadería figura en el conocimiento 
de embarque aunque sea a efectos aduaneros, es decir que se sabe. 


O sea que la limitación de responsabilidad es una transferencia de costo entre dos sectores de la economía. 
No existe ninguna justificación para tener una medida proteccionista que traslada costos de los usuarios a los 
transportistas. No existe en materia aérea ni marítima donde no tenemos flota aérea ni mercante y lo que 
decía Vidal de Montreal es cierto. 


En materia de transporte terrestre estamos pasando un costo de los usuarios uruguayos en parte a los 
camioneros uruguayos que podría decir que les tengo simpatía y en gran parte a los camioneros argentinos y 
brasileños que son muchos más. No sé por qué los vamos a beneficiar a ellos; hagamos beneficencia para 
adentro, demos medidas proteccionistas y subsidios a los transportistas uruguayos y nada más y que no lo 
paguen los usuarios, importadores y exportadores. No existe ningún motivo de interés nacional que justifique 
esto. 


Quisiera decir dos cosas más sobre esta Convención. Por motivos misteriosos porque nadie sabe quién la 
redactó ni a qué especialistas consultaron, los incisos dos y tres del artículo 24 establecen normas sobre 
ejecución de sentencia. La ejecución de sentencia es un tema general del derecho privado. Está vigente el 
Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo del 1889 al 1940, la Convención Interamericana 
sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencia y Laudos Arbitrales, la Convención Interamericana sobre 
Competencia en la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de Sentencias Extranjeras, de La Paz 


1984, la Convención de Nueva York sobre Eficacia de Sentencias Arbitrales de 1958 y todas han sido 
ratificadas por Uruguay. Yo consulté con todos los miembros de la Cátedra de Derecho Internacional Privado 
a la cual estoy vinculado y todos me dijeron que nunca les consultaron. Nadie sabe por qué pusieron esas 
normas, quién las redactó ni por qué el transporte necesita normas de ejecución de sentencia distintas que el 
resto de la actividad civil y comercial. 


Hay algo más. En general las convenciones hacen perder el límite de responsabilidad cuando hay dolo o 
culpa grave; es razonable que la pierda. Misteriosamente la Convención de Montreal, que es una espina que 
tenemos clavada, dice que no la pierde nunca; esto es una novedad. El antecedente de eso es esta Convención 
CRT 95. El artículo 25 establece que un hecho u omisión doloso con culpa que se equipara al dolo a 
sabiendas de que probablemente se producirá dicha pérdida, avería o demora. A sabiendas implica dolo 
eventual, o sea que si el camionero viene con una copa de más, toma una curva a velocidad y rompe todo, 
hay que demostrar que es un irresponsable y no se dio cuenta que era una barbaridad y que iba a causar un 
accidente. La expresión "a sabiendas" provoca que salga el tema de la culpa grave. Pero hay algo más, el 
artículo 25 dice: "En caso de dolo o culpa que se equipara al dolo deberá ser establecido por el Tribunal 
penal". |15:13:50| Pero el tribunal penal no interviene en esto. ¿Accidentes de carretera en los que no muere 
nadie? Aunque roben, a los ladrones no los encuentran jamás. Jamás hay tribunal penal. O sea que nunca 
habrá caída del límite de responsabilidad por culpa grave o dolo, porque nunca hay sentencia penal. Luego de 
leer esto, pensé: "¿Quién fue el que lo redactó?". Y que lo defienda; no existe esto. Para terminar me gustaría 
decir que si hay alguien que defiende esto, yo me animo a venir y a polemizar sobre el tema. Esta no es una 
convención viable. Es más: nadie sabe quién la redactó. Los especialistas no fueron consultados. Es la 
fantasía de los transportadores: se trata de poner todas las trampas imaginarias para no ser responsables. 


Tengo aquí un pequeño memorándum que dejo a la Comisión. Es un análisis crítico. Los autores somos 
Cecilia Fesnedo que es profesora de Derecho Internacional Privado; me comprenden las generales de la ley; 
es mi señora y yo. Es un trabajo que hicimos en el año 2000 sobre la CRT 95 con finalidad académica. 
Pensamos publicarlo, pero luego nos pareció que esta convención estaba olvidada, el tema perdió vigencia. 
Dejo este material para que lo puedan leer con mayor profundidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar que están presentes miembros de la Comisión de 
Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes. 


Antes de ceder la palabra al señor Diputado Botana, quiero hacer un par de aclaraciones. 


En este historial que hace la AUDEA, hay que tener en cuenta que los Mensajes son elevados por los Poderes 
Ejecutivos. Esta Comisión y la respectiva del Senado no reciben información de las sucesivas Cancillerías. 
Es decir que es un tratamiento, diría, poco académico, que es lo que reclaman algunos de los visitantes. 


Durante este quinquenio, nuestra Comisión ha reclamado en reiteradas oportunidades a la Cancillería que 
junto con el proyecto mande un legajo de antecedentes, que es a lo que refieren los visitantes. No ha sido 
posible obtener eso, no por imputación a la actual Cancillería sino por falencias propias de nuestro servicio 
diplomático. Es justo anotarlo porque los detalles que emergen de las versiones taquigráficas corren por el 
foso de los señores legisladores. 


Por otra parte, quiero decir que lo relativo a todos los acuerdos o convenios de esta Comisión como lo que 
trata cualquier Comisión parlamentaria es de orden público. En el caso de esta convención, AUDEA se 
enteró, pidió la audiencia y acá estamos. Lo digo porque se ha mencionado lo de los antecedentes. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero hacer unos breves comentarios, que tal vez planteen la interrogante 
general que tenemos sobre el tratamiento de este asunto. 


Quiero reafirmar lo que dice el señor Presidente de la Comisión: el Poder Ejecutivo de un Gobierno anterior 
ratificó un acuerdo que hoy es el que está a consideración de este Cuerpo. No hay nada sacado de la galera en 
el tratamiento de este tema. El Poder Legislativo lo que tiene que hacer es ratificar o no lo actuado por el 
Poder Ejecutivo y en el cumplimiento de ese deber nos encontramos en este momento, no en el marco de 
ningún invento o de ninguna cosa sacada de la galera. Estamos haciendo sencillamente lo que tenemos que 
hacer. Tampoco hay en este caso chance alguna de modificar el texto que fue negociado en su momento. Lo 
que tenemos que hacer acá es ratificar o no ratificar. En todo caso, con respecto a otros casos de otros 


acuerdos de otros Gobiernos o de este, se podrá hacer una nueva negociación que incluya otro tipo de 
tratamiento. 


Desde el punto de vista de lo que nos toca a los integrantes de la Comisión de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Públicas de la Cámara específicamente, sabemos que tenemos que proteger dos cosas. En primer lugar, 
me quiero referir a la competitividad del país, lo cual implica actuar fuertemente sobre el costo de la 
producción de bienes y servicios en el Uruguay. Y en un país que es un puerto con patio y que pretende ser un 
distribuidor de mercaderías para la región, debemos cuidar la competitividad de nuestro sector de transporte. 
Tenemos que cuidar mucho e invertir mucho en infraestructura y hacer que nuestra flota nacional sea 
adecuada y pueda trabajar con costos razonables. Ese es el principal desafío que tenemos que enfrentar a la 
hora de ratificar o no este tratado. 


Comprendemos y concordamos con la necesidad del respeto a la jurisdicción nacional y a la inconveniencia 
de que otros tribunales sean los que intervengan en asuntos que tengan lugar en nuestro territorio. Además, 
creo que los países chicos tenemos la obligación de preservar la jurisdicción nacional en estos casos, si no 
estaríamos caminando demasiado aceleradamente hacia la desaparición de nuestra soberanía, que es lo que 
justifica la existencia de un país de estos, que no puede empezar por los intereses sino por la vigencia del 
derecho en nuestro pequeño territorio. Así que concordamos; filosóficamente estamos en esa posición. 


Ahora, lo que sí es cierto es que tenemos que ver, en el caso de este tratado, si existe la posibilidad de hacer 
algunos complementos con respecto a la responsabilidad sobre la carga. Creo que es razonable el argumento 
sobre el límite de la responsabilidad y el daño que ello produciría. También es cierto lo que afirma el sector 
del transporte, cuando tiene que competir contra flotas de países vecinos como Brasil, en los que este tratado 
tiene vigencia, que gozan de costos indudablemente menores porque su responsabilidad es menor. Entonces, 
esa flota de transporte que es más grande puede trabajar a costos menores y va invadiendo lo que es el 
mercado del transporte, al menos en la región. Argentina y Uruguay no tienen ratificado este tratado, según 
tengo entendido. Si eso es exacto, estamos en desventaja respecto del transporte chileno y de Brasil. 
Entonces, deberíamos estudiar alguna solución conveniente para recuperar o compensar esa diferencia de 
competitividad que tiene nuestro transporte de carga, ya sea con este tratado y haciendo algún complemento 
que indudablemente va a tener algún sacrificio fiscal que podría perfectamente existir en la medida que va a 
ser claramente compensado por el crecimiento a nivel de actividad de un servicio que es absolutamente 
exportable o formulando algún conjunto de medidas para preservar la posibilidad de competencia de nuestro 
transporte de carga nacional. | Lo que tenemos muy claro es que no podemos seguir en la situación en que 
estamos hoy. Nuestra flota de carga nacional tiene enormes dificultades para competir fuera del país porque 
en Uruguay hay pocas cargas, pero también porque nuestro transporte tiene más costos fijos y es más caro. 
Entonces, es imposible que podamos competir afuera. Y si pretendemos ser un centro de distribución 
regional, ello justificaría tener una buena flota que pueda trabajar en toda la región. 


De manera que por este camino y con algún complemento, dada la razonabilidad de lo que han expuesto las 
empresas aseguradoras, o creando algún otro tipo de mecanismo, el país tiene que resolver el tema de la 
competitividad de nuestro transporte. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa agradece a los visitantes por el documento que nos han dejado, el 
que será distribuido entre todos los legisladores; seguramente, nos será de mucha utilidad. 


Quiero agregar que sobre este asunto, antes de fines del año pasado, recibimos la opinión del Jefe del 
Departamento de Integración Física y Digital de ALADI, escribano Néstor Hugo Luraschi. Asimismo, en el 
mes de octubre nos visitaron los representantes de la Cámara de Autotransporte Terrestre Internacional del 
Uruguay, CATIDU, quienes también nos dieron su opinión al respecto. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En esta Comisión, en general y lamentablemente, no contamos 
con los cuadros técnicos especializados como para hacer una evaluación jurídico-analítica a fondo de 
los acuerdos, convenios o tratados que el Ejecutivo nos envía. 


En más de una oportunidad nos movemos a la uruguaya, con buena voluntad; el que tiene formación jurídica 
rastrea a algún académico; el que tiene formación empresarial o comercial también rastrea el tema en ese 


ámbito. Y más de una vez nos pasa lo que nos está sucediendo con ustedes: estamos ante un documento en el 
que uno deposita cierto nivel de confianza, porque viene básicamente "mandatado" entre comillas de manera 
correcta y, sin embargo, nos encontramos con la sorpresa de que existen rupturas de simetrías jurídicas 
bastantes violentas como las que ustedes nos están reseñando en la jornada de hoy. 


Creo que el camino por lo menos es lo que voy a plantear es volver a tener el laudo técnico de Cancillería. 
Me parece que algo sucedió en Cancillería con respecto a este tema; con franqueza digo que debe de haber 
pasado algo por lo cual este asunto no fue analizado a fondo. Después de la revista que hicieron ambos 
juristas, uno, que es un normal abogado, advierte violencia con respecto a cuatro o cinco grandes principios 
que estoy seguro que el doctor Gonzalo Fernández no estará dispuesto a avalar. Me parece elemental que 
cuando el doctor Gonzalo Fernández tome noticia a fondo de este asunto nos dirá lo mismo que nos están 
diciendo ustedes. 


De manera que, a mi juicio, el camino técnico a seguir es devolver este tema a Cancillería, en base a las 
dudas que genera, y esperar su respuesta. Creo que eso es lo que podemos hacer. Otro camino sería entrar en 
la aventura algo temeraria de empezar a navegar nosotros mismos por aguas un tanto tormentosas. En lo 
personal, yo no estaría de acuerdo en ello. 


Era cuanto quería decir. 


SEÑOR TROBO.- Comparto las palabras del señor Diputado Botana. Está claro que ustedes nos 
vienen a decir que si no pagan los camioneros, lo pagará alguien; está claro que es así. Lo que ocurre es 
que los camioneros uruguayos pagan una prima más alta por el servicio que brindan y no están en las 
mismas condiciones, por ejemplo, que los camioneros brasileños. 


Entonces, luego de la ilustrada exposición que hemos recibido, dejo de lado los comentarios acerca de la 
forma en que se construyó esto. Francamente, este es un acuerdo que firmó el Estado uruguayo; lo firmó el 
entonces plenipotenciario que designó el Estado uruguayo para ello; ustedes lo conocen, habrán visto su 
firma, es un individuo de prestigio en la Cancillería: el Embajador Adolfo Castells. Entonces, más allá de 
todo eso, lo que hoy existe es un conflicto de intereses. Siempre que tratamos un asunto en el Parlamento hay 
conflicto de intereses. Por supuesto, nosotros tenemos que actuar en función de nuestra visión del interés 
general; ¡ni qué hablar! Se sancionan acuerdos, se sancionan leyes y luego se aplican; a ciertos sectores, 
intereses o personas les resultan inconvenientes, en algunos casos, hasta inconstitucionales y hacen la 
demanda ante la Suprema Corte de Justicia. Es el mundo de las relaciones de la sociedad a través del Derecho 
que se construye en la ley, y nosotros, los legisladores, tenemos una responsabilidad al respecto. No es 
necesario ser abogados o Grado V en alguna especialidad para dictar una ley. Es muy importante que ustedes 
vengan con humildad y respeto a exponer su posición. Nosotros, obviamente, recogemos esa preocupación, 
esa inquietud, ese dictamen de vuestra experiencia, como lo hacemos habitualmente en todas las Comisiones 
y respecto de todos los temas. Es cierto que cuando el proceso legislativo termina con la sanción de una ley 
nunca se termina de conocer todas las opiniones al respecto. Pero debemos tratar de que el proceso legislativo 
cuente con la mayor cantidad de información posible. Y en eso estamos; hay buena voluntad; estamos 
trabajando para eso. Por supuesto, la opinión que ustedes nos brindan es importante, como también lo es la 
del sector que ha reclamado durante mucho tiempo que si Uruguay firmó este acuerdo, lo ratifique y 
definitivamente ingrese a la legislación nacional, para que este fenómeno de la carga se comporte en Uruguay 
sobre todo teniendo en cuenta el aumento de la intermodalidad que ha habido en los últimos tiempos y que 
seguirá en el futuro en las mismas condiciones en que se comporta en los países vecinos. Creo que ese es el 
centro de la cuestión. 


Entonces, recogemos la preocupación que ustedes tienen. Si ustedes hablan en nombre de los aseguradores, 
en todo caso, daría lo mismo que las primas que ustedes gestionan sean pagadas por los transportistas, los 
industriales o los importadores; alguien las paga. No estamos ante un régimen en el cual existe una 
irresponsabilidad absoluta en el que nadie asume esto. Estamos ante el planteo de una equivalencia con 
quienes brindan el servicio de carga en los países de la región, especialmente en Brasil. 


Entonces, naturalmente, nuestra preocupación debe ser buscar, a través de la ley en este caso, de un acuerdo, 
que las condiciones en las cuales nuestros compatriotas transportistas, industriales o importadores, en 
definitiva, consumidores, estén en equilibrio con los demás. Es una pena que los nuestros tengan que pagar 
costos más altos que los ajenos. Eso va en desmedro de las actividades que se desarrollan en nuestro país. Ese 


es el centro de la cuestión, y allí es donde uno tiene que identificar el interés general. Hemos analizado esto a 
la luz de una visión que presenta la necesidad de que el transporte uruguayo tenga, respecto del transporte de 
carga de la región, un equilibrio o equivalencia de costos. 


Comparto el criterio de que existen otras fórmulas que permitirían que el transporte nacional pudiera 
competir mejor con el transporte de Argentina, en otros casos, porque hay costos que tiene el transporte 
uruguayo que no tiene el argentino, ya que no pagan peaje, tienen el gasoil subsidiado. Eso hace que nuestros 
transportistas se vean disminuidos frente a la competencia de la región. Lo mismo sucede con respecto a 
Brasil, porque los volúmenes de carga y las enormes distancias que en general cubre el transporte brasileño 
hacen que nuestros transportistas, frente a esa realidad, tengan serias dificultades. Obviamente, tenemos que 
trabajar en esto. Hay un "mix" de temas que tienen que ver con la forma en que Uruguay trata a su sistema de 
transporte de carga por carretera internacional, uno de cuyos componentes es la responsabilidad de los 
seguros que tiene que pagar y de quién los paga. A partir de allí es que nosotros estamos preocupados por 
encontrar una salida. 


Nosotros presentamos esta iniciativa. Quiero decir al señor Diputado Abdala que no fue una "gaffe" del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, sino que este proyecto llega con nuestra firma. Puede parecer un poco 
sorpresivo y quizás, para algunos, curioso que la iniciativa para la ratificación de un tratado surja del propio 
Parlamento. 


Esto tiene un antecedente en la Legislatura pasada, nada más ni nada menos que con el Tratado de Roma. El 
Poder Ejecutivo no lo enviaba al Parlamento y desde el Parlamento surgió la iniciativa de la aprobación del 
Tratado. El Tratado ya estaba firmado, por tanto Uruguay ya había manifestado su voluntad y faltaba la etapa 
legislativa. Muchos consideran que esa iniciativa del Poder Ejecutivo para la aprobación de tratados no es 
imprescindible, sino que puede surgir de la propia Legislatura. Precisamente, nuestra preocupación y nuestra 
propuesta fue a partir de la necesidad de equilibrar a nuestros transportistas con respecto a los de la región. 
Pero, además, no es una decisión que se toma a tientas y a locas: es una decisión que se toma a partir de un 
acuerdo que Uruguay tenía firmado. 


En cuanto a la historia del acuerdo, a si la Cancillería participó o no, francamente es un capítulo por cierto 
muy importante para nuestra información en el cual quiero decirlo con absoluta honestidad yo no tengo arte 
ni parte. Yo presumo que cuando Uruguay acuerda, como Estado independiente y a través del Poder 
Ejecutivo en uso de las facultades que le da la Constitución de representar al país en lo exterior, se 
cumplieron todos los pasos de asesoramiento técnico, de formación de una voluntad política seria y 
responsable, porque, si no, habría dudas acerca de todos los acuerdos que ha firmado el Uruguay. Entonces, 
yo creo que ese capítulo es más para la anécdota que para lo que tenemos que hacer ahora, y lamento 
haberme extendido porque, en general, estas instancias se usan con el propósito de hacer preguntas y recibir 
alguna información. 


Quiero afirmar el propósito, la línea de acción y el interés que nosotros tenemos de que este tema esté encima 
de la mesa, de que se trate y se analice: quiénes tienen que tomar la carga, quiénes tienen que ser 
responsables por ella y quiénes tienen que recibirla o a quiénes se le va a entregar, y si tiene algunas 
consecuencias de otras características, que las tenga para bien. Pero hay un tema central aquí que tiene que 
ver con la falta de equilibrio, que nosotros entendemos existe entre los transportistas del Uruguay y los de los 
países que han ratificado e introducido este Acuerdo, con los cuales Uruguay tiene un trato comercial 
importante y permanente. 


SEÑOR BOTANA.- Deseo hacer un comentario más que breve y lateral, pero primero quiero decir, 
abonando en lo que nos dice el señor Diputado Trobo, que yo creo que es de parte del Parlamento más 
irresponsable no hacer nada, que tratar un tema y decir sí o no. Lo que no puede hacer el Parlamento 
es omitir el tratamiento de los acuerdos que el país hace. Creo que en ese sentido el Uruguay y varios 
países han sumado malos antecedentes en cuanto a ir a los foros internacionales y después no ratificar 
o no dejar de ratificar; las cosas hay que concretarlas. Un país serio, desde mi punto de vista, tiene que 
decir que está de acuerdo con una cosa o que no lo está, que admite que determinados países participen 
de un acuerdo y que admite tener como socios a determinados países o que no lo admite. Pero el país 
tiene que decir, desde mi punto de vista, sí o no. De cualquier manera, estoy lejos de tener más que una 
opinión de ciudadano en este tema. Ahora, me parece que lo mejor que podemos estar haciendo es 


tratar el tema, ratificar o no ratificar, en función de lo que aquí se crea que es lo más conveniente para 
el país. 


El comentario que quería hacer es en cuanto al límite de la responsabilidad de US$ 3. Este Tratado es del año 
1995. Entre 1995 y hoy tenemos un importante debilitamiento del dólar, pero en el Uruguay tenemos, 
además, un fenómeno de retraso cambiario importante. Es cierto que muchos precios de bienes han bajado en 
dólares, pero, de cualquier manera, esa rebaja no compensa los otros dos fenómenos. Entonces, el ridículo 
poder de compra o poder de compensación de esos US$ 3, seguramente se deba al debilitamiento que tuvo el 
dólar desde el año 1995 hasta el día de hoy, a la propia inflación del dólar, que anda en el orden del 4% o 5% 
anual acumulado en tasa efectiva anual en catorce años, y al fenómeno de retraso cambiario que se ha 
producido en el Uruguay, que seguramente ande arriba del 30%, y me debo de estar quedando bastante corto 
con esa cifra. Entonces, esto lleva a hacer ridícula cualquier cifra expresada en dólares cuando ella tiene 
catorce años de antigiledad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde el momento en que este proyecto no ha sido archivado, es evidente que 
seguirá su tratamiento, y obviamente seguiremos discutiendo y polemizando sobre este asunto. 


SEÑOR VIDAL.- Quiero expresar mi beneplácito por todo lo que he oído. Todo lo que se ha dicho acá 
yo lo comparto, pero hay una discrepancia con el señor Diputado Trobo o me parece que él mezcló las 
primas de seguros, que acá no están en juego. Lo que nosotros decimos es que cuando un 
transportador pierde una carga de $ 100 va a responder por $ 20 o por $ 5; yo di los ejemplos. El 
seguro le va a cubrir la prima sobre los $ 5, no sobre los $ 100, y esa diferencia la paga alguien: el 
usuario del transporte. 


SEÑOR TROBO.- Estoy de acuerdo; lo que ocurre es que el transportador brasileño tiene que pagar 
una prima diferente a la del transportador uruguayo. En resumen, todo llega a ese extremo. Si no es 
así, dígamelo, pero la responsabilidad del transportador brasileño está limitada a lo que dice el 
Acuerdo y, por tanto, sus costos son diferentes a los del transportador uruguayo, porque supongo que 
contratar un seguro que abarca una mayor responsabilidad debe tener una prima más alta, más 
costosa. 


SEÑOR VIDAL.- Cuando el transportador brasileño o argentino viene a los tribunales uruguayos y 
perdió la carga del importador uruguayo como son estos casos paga el 100%, simplemente porque 
Uruguay no ratificó. Si Uruguay ratifica, entramos en una bajada de límites en subsidio a los 
brasileños y a los argentinos. Yo conozco la gente de CATIDU, soy íntimo amigo de alguno de sus 
asesores acá en Montevideo nos conocemos todos; es una de las cosas lindas de este país y comprendo 
los intereses que defienden. Hay familias que viven del transporte terrestre hace muchos años. No 
desconozco las dificultades. Es más: por ejemplo, ahora yo soy Presidente de un Instituto 
Iberoamericano de Derecho Marítimo y los asesores de CATIDU van a los congresos que yo organizo, a 
pesar de que ellos no hacen marítimo, sino solo terrestre. Para mí está por el lado que decía el señor 
Diputado Botana, por el lado de las medidas internas, que es lo que hace Brasil y Argentina. Argentina, 
además, nos cobra otras cosas. Los brasileños no tienen límite de responsabilidad en materia marítima 
y es la primera potencia comercial del continente. Y lo marítimo es lo más importante, porque el 
transporte aéreo y terrestre corresponden al 15%. El 85% es transporte marítimo. Brasil nunca tuvo 
una limitación de responsabilidad, y la verdad es que cuando yo veo las cosas que hace Itamaraty, no 
las copio, pero las miro atentamente. 


Conozco a los dirigentes y a los abogados de CATIDU y creo que ellos están por el lado de los combustibles, 
de la renovación de flota. A mí como ciudadano, con treinta y ocho años de abogado y de acuerdo con la 
realidad del mundo de hoy, no me asusta la palabra subsidio nacional a sectores que lo necesitan. Ahora, va a 
venir dentro de poco lo marítimo, porque el 23 de setiembre en Rotterdam se va a firmar un convenio de 
Naciones Unidas con cosas similares a esta. |¿Qué vamos a hacer en ese caso? ¿A la flota que no tenemos le 
vamos a dar los límites de responsabilidad para que funcione mejor? Conceptualmente, entendemos que los 
límites de responsabilidad son la violación más fea del principio de igualdad, y no hablo del principio de 
propiedad, porque me parece más capcioso. La sociedad debe tener normas iguales para todos. No puede 
haber un sector de la economía que reciba una transferencia de costos de gente que es menos poderosa que él, 


que son los usuarios y no las compañías de seguro. Las compañías de seguro siempre se van a salvar, siempre 
tienen un expediente para salvarse. 


Por eso, cuando el contador Castellanos empezó su intervención dijo que veníamos en representación de las 
compañías de seguros yo aclaré inclusive que soy abogado del Banco de Seguros del Estado y conozco bien 
sus intereses y, además, como representante de los usuarios, que son los eventuales asegurados, repito, 
importadores o exportadores nacionales. Entonces, vendrá la propuesta en materia marítima: el Parlamento 
no puede ir en un caso para un lado y, en otro, para otro. 


A mi entender, el tema de la jurisdicción liquida esta Convención y ni qué hablar el de los límites. Con 
respecto al tema de la jurisdicción tenemos el Acuerdo de Buenos Aires del MERCOSUR, el Tratado de 
Montevideo de 1940 y de 1989, aún vigentes y no el del MERCOSUR que sí me gustaría que el Parlamento 
aprobara. 


Comprendo lo que dijo el señor Presidente de la Comisión en cuanto a que esto no viene informado por el 
Poder Ejecutivo. Hemos hablado de esto y no estamos haciendo "lobby", sino que tratamos de ayudar. Esto 
no es culpa de este Gobierno ni de los anteriores; queremos ser bien claros al respecto, ya que nos sentimos 
muy orgullosos de las instituciones uruguayas, y cuando vamos al exterior a estos congresos y seminarios nos 
llenamos la boca con nuestros Poderes Legislativo, Judicial al cual estamos muy vinculados y Ejecutivo. País 
más serio que este no existe en Iberoamérica, pero tenemos que dar pasos coherentes. 


Si se aprueba esta Convención, cuando vengan quienes están vinculados a lo marítimo, preguntarán: ¿y lo 
marítimo no? 


Aprovecho la oportunidad para hablar del tema aéreo, ya que un país serio como este debería revisar esta 
materia. Existe solo un informe de la DINACIA de 2003; no existe informe del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas ni de la Cancillería. En ese momento, en 2007, la Ley N* 18.169 me provocó uno de los 
grandes estupores de mi vida: al bajar de US$ 350 a US$ 26, ¿a quién estábamos financiando? ¿A American 
Airlines? PLUNA ni siquiera estaba operativa cuando se aprobó esta ley y, además, en materia de carga opera 
muy poco. 


Tiene que haber una política común para el transporte. No puede ser que en un sector existan límites y en 
otros no. 


Al transporte terrestre uruguayo hay que ayudarlo; no tengo ninguna duda. 


SEÑOR AGUIRRE.- También me alegro de la concordancia filosófica, sobre todo con las palabras con 
que comenzó el señor Diputado Botana y con la defensa de la jurisdicción uruguaya, especialmente en 
los negocios que se hacen acá, porque si no, se aplica no lo que nos interesa a nosotros sino a los 
extranjeros. 


Me sorprende la afirmación de que este Tratado está vigente en Brasil. Para que este Tratado entre en 
vigencia, conforme a uno de los artículos finales, necesita tres ratificaciones. No sabía que hubiera sido 
ratificado tres veces. El señor Diputado Trobo me indica que sí, y que además lo han ratificado Chile y 
Bolivia. Entonces, supongamos que dos camiones, uno uruguayo y otro brasileño, salen con dos contenedores 
de US$ 100.000 hacia San Pablo, que los roban en el camino y llegan a destino con el contenedor vacío. 
Responden los dos camiones, el brasileño y el uruguayo, con límites, ya que en Brasil rigen los límites. Si el 
traslado fuera al revés, es decir, vienen un camión brasileño y otro uruguayo hasta Montevideo y pierden la 
carga en el camino, responden ambos sin límites. Si no tenemos límites, no se aplica los límites a los 
brasileños, y punto. Si el camión uruguayo tiene que pagar primas más caras por tener ese régimen de 
responsabilidad plena, el brasileño también. Tendrá que arreglar con su compañía de seguros. Cuando se está 
trabajando con Uruguay, esto los aseguradores lo tienen muy claro. 


No es que se aplique un sistema para los camiones brasileños y otro para los uruguayos, sino que se aplica un 
sistema para todo el transporte que tiene como destino Uruguay. Cuando el lugar de destino es Argentina, se 
aplica el sistema argentino y cuando es Brasil, que Brasil aplique lo que quiera. Yo quiero saber si a los 
uruguayos, en el caso de que desaparezca la mercadería, se les cubre el costo o no, y si ese sistema, 
responsabilidad limitada o integral, se aplica por igual a camiones uruguayos, argentinos, brasileños, 


chilenos, bolivianos o el que venga. Mientras se mantenga no estamos aplicando un sistema que sería peor 
para los uruguayos que para los brasileños; acá se aplica el mismo sistema a todos. Lo que hace que se 
aplique el sistema no es la nacionalidad de la empresa de transporte sino el destino del cumplimiento del 
contrato. Si el contrato se cumple en Montevideo, todos se rigen por la misma legislación. 


SEÑOR CAPRETTLI.- Soy Coordinador de la Cámara de Transporte, de AUDEA, desde hace más de 
tres años. Trabajo en el rubro de seguros hace más de quince años. He tenido la suerte de trabajar con 
más de ciento veinte países en suscripción de riesgos de transporte. 


Los límites de responsabilidad van a afectar directamente al usuario, tal como decían los doctores. Voy a 
narrar un caso que sucedió hace un par de meses, vinculado con el embarque de una droga que se necesitaba 
en el país para la industria farmacéutica. El embarque no pesaba más de un kilogramo, costaba más de 

US$ 700.000 y no se podía asegurar, porque el transportista aéreo no quería declarar como valor declarado en 
el conocimiento. Pasó por todas las compañías. Inclusive, la Cámara de Transporte tiene una particularidad, 
ya que la integra el Banco de Seguros del Estado, que es el único que va a actuar a AUDEA. Me llaman de 
las diferentes compañías de seguro no solo para la cual trabajo para analizar este tema. Me llamaron cinco 
compañías; ninguna pudo asegurar la carga. Me llamaron del exterior trabajo mucho con Argentina y Brasil 
en el transporte de carga, porque se salió a buscar seguros para ese embarque. Esta carga era una droga 
oncológica muy importante que venía para el país. Al final, ninguna compañía pudo asegurar el embarque, 
por el límite elevado y porque el reasegurador no quería asumir los riesgos. Las compañías locales tampoco 
querían asumir los riesgos. Es decir, ni en el exterior ni acá quisieron asegurar el embarque. 


Esa mercadería tenía sesenta días como máximo para traerse al país y vino a los sesenta y dos días. Esa droga 
que se compró para el país, para usuarios finales del país, no se pudo utilizar. Finalmente, la trajo el capitán 
de abordo de una aerolínea en un maletín. 


Esto afectó directamente al usuario final uruguayo. Esto no se puede permitir. Como representante de una 
compañía, como representante del usuario final, me molestó este hecho, porque intenté que otras compañías 
pudieran asegurar esa mercadería, pero no lo logré, porque se firmó un tratado en Uruguay. Esto me molestó 
como usuario final. 


Estoy de acuerdo con lo que dice el señor Diputado Botana en cuanto a que hay que ayudar y subsidiar a los 
transportistas terrestres en Uruguay porque son afectados de manera desleal. Pero también hay que darle otro 
tipo de incentivos y no proteger a los compañías extranjeras, porque lo que se está haciendo acá es proteger a 
los transportistas brasileños, argentinos. Por cierto, no sé si se sabe que las primas en Brasil son mucho más 
caras que acá como consecuencia de esto, y las paga el usuario final y no el transportista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto que faltan treinta minutos para que empiece la sesión de Cámara. 


SEÑOR BOTANA.- El doctor Aguirre planteó un razonamiento muy interesante vinculado con la 
igualdad de tratamiento que rige en el caso de empresas uruguayas y brasileñas. Hagamos este otro 
razonamiento: en el caso de empresas brasileñas que cubran servicios de transporte interno dentro de 
Brasil, ¿van a gozar de los privilegios de este acuerdo o no? ||¿Este acuerdo rige solamente para el 
tratado internacional? 


SEÑOR VIDAL.- Cuando hay un transporte internacional de Estado a Estado. 


SEÑOR BOTANA.- Es decir un transporte que cruza fronteras. Creo que esa es una aclaración muy 
importante. De lo contrario, estaríamos frente a una situación en la cual Brasil, además de tener 
volúmenes mayores de carga, por su tamaño y nivel de actividad, tendría costos menores en el caso a 
caso que justificarían un punto de equilibrio más bajo y, por lo tanto, también la existencia de un 
camión trabajando con el nivel de carga necesario. Entonces eso después sí tendría consecuencias sobre 
la posibilidad de competir en la región, porque ese camión que ya está justificado por la propia 
actividad interna, a más bajo costo, obviamente tiene más facilidades de competir en la región. Por eso 
creo que es muy importante la aclaración que se me hace. 


SEÑOR VIDAL.- Eso figura en el artículo 1%; es la primera definición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de AUDEA y su afinado análisis 
de este asunto, que considero será muy importante para la Comisión. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Agradezco que la Comisión nos haya recibido, quiero manifestar que, por 
supuesto, estamos a las órdenes y compartimos con el señor Diputado Trobo que legislar implica, en 
general, afectar distintos intereses, por lo que resalto la importancia de que los interesados en estos 
temas puedan venir y expresar su visión del asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


